
[image: image1.png]COBIERNO DE CHILE




SUBSECRETARIA DE SALUD PUBLICA

DPTO. ASESORIA JURÍDICA

SPJ/mmh.
CIRCULAR N°  A 15/    35         /

SANTIAGO,  04.12.07

Acciones de protección de Garantías Constitucionales

Modificación de Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del  Recurso de  Protección

Para su conocimiento, aplicación y difusión, adjunto copia de oficio Ord. Nº 5685 de 21 de noviembre del  presente año,  mediante el cual el Presidente del Consejo de Defensa del Estado propone medidas de coordinación para una adecuada defensa de los intereses fiscales y,  asimismo, dar a conocer la modificación efectuada al Auto Acordado publicado en el Diario Oficial de 08 de junio de 2007, sobre “Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales”.
Saluda atentamente a Ud.,

POR ORDEN DE LA  SUBSECRETARIA DE SALUD PUBLICA.-

SEBASTIAN PAVLOVIC JELDRES

JEFE DPTO. ASESORIA JURÍDICA

DISTRIBUCIÓN:
· Asesores Jurídicos de los Servicios de Salud del país

· Asesores Jurídicos de las SEREMIS de Salud del país

· Gabinete Ministra de Salud

· Gabinete Subsecretaría de Salud Pública

· Gabinete Subsecretaría de Redes Asistenciales

· Dpto. Asesoría Jurídica

· Oficina de Partes

_______________________/

CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO

  PROCURADURÍA FISCAL DE SANTIAGO

ORD.:
Nº 5685

ANT.:
Acciones de protección de garantías constitucionales.

MAT.:
Propone medidas de coordinación para una adecuada defensa de los intereses fiscales.

ADJ.:
Nuevo texto de Auto Acordado sobre tramitación y fallo del recurso de protección.

Santiago, 21 de noviembre de 2007.

DE
:
PRESIDENTE DEL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO

A
:
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA

Con el objetivo de mejorar la coordinación entre el Consejo de Defensa del Estado y los distintos servicios públicos que requieren su defensa en acciones de protección seguidas ante las distintas Cortes de  Apelaciones del país y ante la Corte Suprema, he estimado conveniente informar a Uds.  sobre la modificación que sufriera el Auto Acordado de dicha E. Corte, que regula la materia, de 24 de junio de 1992, al mismo tiempo que proponerles las medidas de coordinación que más adelante indico:

I Sobre modificaciones al auto acordado sobre tramitación y fallo del recurso de protección.

1.- Con fecha 8 de junio de 2007 se publicó en el Diario Oficial el Auto Acordado de la Corte Suprema, adoptado en reunión de fecha 11 de mayo recién pasado, que modifica el Auto Acordado sobre Tramitación del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales de 24 de junio de 1992.

2.- Las modificaciones tienen relación con las siguientes materias:

2.1. Plazo de interposición
Se modifica el número primero del Auto Acordado, aumentándose a treinta días corridos el plazo de interposición del recurso, que antes era de quince días corridos, contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

2.2. Examen de admisibilidad
Se sustituyó el inciso 2º del número 2º del Auto Acordado, el que queda de la siguiente forma:

“Presentado el recurso, el Tribunal examinará en cuenta si ha sido interpuesto en tiempo y si se mencionan hechos que puedan constituir la vulneración de garantías de las indicadas en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.  Si su presentación es extemporánea o no se señalan hechos que puedan constituir vulneración a garantías de las mencionadas en la referida disposición constitucional, lo declarará inadmisible desde luego por resolución fundada, la que sólo será susceptible del recurso de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.”;

En el texto anterior no se exigía explícitamente que se mencionaran hechos que pudieran  constituir vulneración a las garantías constitucionales indicadas en el artículo 20 de la Constitución, sino que el tribunal, al examinar el recurso en cuenta, podría declararlo inadmisible si era extemporánea o adolecía de manifiesta falta de fundamento.

Por otra parte, en la normativa pretérita la inadmisibilidad, fuere por extemporaneidad o por falta de fundamentos, debía ser declarada por la unanimidad de los integrantes de la sala, requisito que se eliminó, por lo que la inadmisibilidad de la protección puede ser declarada por la simple mayoría de los ministros que integren la Sala.

2.3. Apelación

Se sustituyó el inciso segundo del número 6º del Auto Acordado por el siguiente:

“La apelación se interpondrá en el  término fatal de cinco días hábiles, contados desde la notificación por el Estado Diario de la sentencia que decide el recurso”;

Anteriormente se trataba  de un plazo individual, pues se contaba desde que la sentencia fuera notificada a la parte que entabla la apelación.  Ahora se trata un plazo común.

El nuevo texto de este número no exige, como sí lo hacía el antiguo, que la apelación contenga los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen al tribunal.

Consecuentemente, se eliminó además el inciso tercero, del mismo número 6º, que disponía que en caso que la apelación fuese extemporánea o careciera de fundamentos o de peticiones concretas sería declarada inadmisible por el Tribunal.

2.4 Vista de la causa ante la Corte Suprema
Se sustituyó el número 7º del Auto Acordado por el siguiente:

“Recibidos los autos en la Secretaría de la Corte Suprema, el Presidente del Tribunal ordenará dar cuenta preferente del recurso en la Sala que corresponda, la cual si lo estima conveniente y se le solicita con fundamento plausible y especialmente cuando se le pide de común acuerdo por recurrente, recurrido y quienes hayan sido considerados como partes en el procedimiento, podrá ordenar  que sea resuelto previa vista de la causa, disponiendo traer los autos en relación, evento en el cual el recurso se agregará extraordinariamente a la tabla respectiva de la Sala que corresponda.”;

El nuevo texto amplía la posibilidad de que se oigan alegatos en la Corte Suprema, pues ello puede ser solicitado de común acuerdo por las partes.

II Coordinación para una adecuada defensa de los intereses fiscales.

Teniendo presente las modificaciones indicadas y la circunstancia que se han detectado ciertas falencias en los informes de rigor evacuados por ciertos Servicios o Entidades Públicas, tales como requerimientos de defensa ad portas de la vista de los recursos en las Cortes, o alegaciones de extemporaneidad de los mismos computando el plazo antiguo de interposición, de 15 días para una apropiada defensa de los intereses fiscales en las acciones de protección de garantías constitucionales de que se trata, considero conveniente proponerles las siguientes medidas de coordinación:

1.- El Consejo de Defensa del Estado efectúa, en particular tratándose de la I. Corte de Apelaciones de Santiago, un control diario de las protecciones ingresadas, obteniendo copia de las mismas al tiempo inmediato a su presentación, adoptando, previo informe sobre los antecedentes del recurso, el acuerdo de asumir la defensa del servicio, organismo  o funcionario público de que se trate, en caso de que medie requerimiento.

La única excepción a este procedimiento, la constituye el tratamiento que se otorga a las protecciones dirigidas en contra de la Presidencia o Presidente o Presidenta de la República, en las cuales, sin esperar a que medie requerimiento, se adopta el acuerdo inmediato de asumir su defensa judicial.

2.- Sin perjuicio de lo anterior, una vez recibido por el servicio público respectivo el oficio de petición de informe por parte de la Corte de Apelaciones, es indispensable que se recabe en forma inmediata la defensa al Consejo de Defensa del Estado, sin esperar la presentación a la Corte de dicho informe.

3.- Lo anterior es de suma importancia, pues en la generalidad de los casos las Cortes otorgan un plazo de sólo cinco días para informar, plazo que se torna  del todo exiguo para elaborar una adecuada defensa de los intereses fiscales, por lo que además se recomienda, en caso de ser necesario, solicitar, dentro del plazo, la ampliación del mismo.

4.- El abogado del Consejo a quien se encarga el patrocinio de la protección, debe ponerse en contacto de inmediato con el Servicio Público o funcionario que corresponda,  para los efectos de coordinar la elaboración del informe y solicitar cualquier otro antecedente en apoyo de la defensa fiscal, como también para responder cualquier consulta del Servicio durante la tramitación del recurso.

5.- Sin perjuicio de lo anterior, la copia del informe presentado por el Servicio o funcionario correspondiente, debe ser remitida a la brevedad posible al C.D.E.

6.- Las consultas con respecto a la tramitación de las protecciones y al abogado patrocinante designado, pueden ser dirigidas, en caso de tratarse de protecciones conocidas por la I.C.A. de Santiago y/o en apelación ante la Excma. Corte de Suprema, a la Procuraduría Fiscal de Santiago del C.D.E., fonos 6751907 – 6751912, y  para aquellas protecciones conocidas por el resto de las Cortes de Apelaciones del país, incluyendo la de San Miguel, pueden ser dirigidas al Departamento de Control y Tramitaciones Judiciales del C.D.E., fono 6751980,  cuyas oficinas se encuentran ubicadas en Agustinas 1687, Stgo. Centro.

Saluda atentamente a UDS.,

CARLOS MACKENNEY URZUA

                 Presidente

Consejo de Defensa del Estado

Rol Int. 1564-2007

DISTRIBUCIÓN

1.- Destinatarios

2.- Depto. De Defensa Estatal

3.- Oficina de Partes

4.- A.P.F. Stgo.

5.- As. Ps. Fs. del país

6.- Abogados del Servicio

AUTO ACORDADO  SOBRE TRAMITACIÓN Y FALLO DEL RECURSO DE PROTECCIÓN DE LAS GARANTIAS CONSTITUCIONALES

(Publicado en el Diario Oficial de 27 de junio de 1992)

“Santiago, veinticuatro de junio de mil novecientos noventa y dos, se reunió en Pleno esta Corte presidida por el Ministro don Marcos Aburto Ochoa, en su carácter de subrogante, y con asistencia de los Ministros señores: Cereceda, Jordán, Zurita Faúndez, Dávila, Beraud, Toro, Araya, Perales, Valenzuela, Alvarez, Carrasco y Correa Bulo; y teniendo presente:

Que la Constitución Política de la República no señaló la forma en que debería tramitarse la acción de protección de garantías constitucionales que consagra en su artículo 20, ni entregó expresamente a la ley su reglamentación.

Que hasta ahora, este recurso se ha venido tramitando en conformidad al procedimiento regulado por esta Corte mediante el Auto Acordado de 29 de marzo de 1977, sobre tramitación del recurso de protección de las garantías constitucionales a que se refiere el artículo 2º, del Acta Constitucional número tres, de 11 de septiembre de 1976 y que se dictó de acuerdo con la facultad que se le confirió en el inciso 2º de dicho precepto.

Que en estos años, transcurridos desde la respectiva vigencia de la normativa constitucional que estableció el expresado recurso, ha quedado de manifiesto que éste se ha consolidado como una acción jurídica de real eficacia para la necesaria y adecuada protección jurisdiccional de los derechos y garantías individuales sujetas a la tutela de este medio de protección constitucional.

Por esa misma circunstancia ha podido apreciarse una utilización cada vez más creciente del mismo y por ende un progresivo aumento del volumen de ingreso de estos recursos en las Cortes de Apelaciones del país y por consiguiente también en esta Corte Suprema por la vía de la apelación de la sentencia recaída en estas causas.

Que, no obstante, por razón de lo recién señalado y en función de la experiencia que se ha logrado recoger, en relación con la normativa que se ha venido aplicando para la tramitación de este recurso, se ha podido advertir que es conveniente modificar ese procedimiento con el propósito de obtener una mayor expedición en su tramitación y despacho final, como, asimismo para conferir a los agraviados mayor amplitud y facilidad para la defensa de las garantías constitucionales que les fueren conculcadas ilegal o arbitrariamente, para cuyo fin resulta aconsejable ampliar a cinco días el término de veinticuatro horas, que el aludido Auto Acordado confiere para recurrir de apelación en contra de la sentencia que al efecto dicte la Corte de Apelaciones, modificación que de este modo guarda correspondencia con el plazo que en la normativa general común se confiere para deducir este recurso.

Que las modificaciones que se estima necesario adoptar para mejorar la expedición de las causas sobre protección, apuntan a la simplificación de la tramitación del recurso de apelación deducido en contra de la sentencia de primera instancia, de manera que esta Corte pueda conocer y resolver con mayor prontitud dicho recurso, puesto que el alto ingreso de causas de esta especie cuyas sentencias regularmente se recurren de apelación, agregadas a las otras materias, que también deben figurar extraordinariamente en las tablas de las diversas Salas de este Tribunal, retarda su conocimiento y fallo, y produce al mismo tiempo postergación y demora en la vista y resolución de los demás recursos y causas de la tabla ordinaria.

Por estas consideraciones y en ejercicio de las facultades económicas de que está investida esta Corte, en conformidad con lo preceptuado por el artículo 79 de la Constitución Política y artículo 96 Nº 4º e inciso final, del Código Orgánico de Tribunales se acuerda dictar, en reemplazo del Auto Acordado de marzo de 1977, el siguiente Auto Acordado para regular la tramitación y fallo del recurso de protección de garantías constitucionales a que se refiere el artículo 20 de la Carta Fundamental:

1º El recurso o acción de protección se interpondrá ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasionen privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de las garantías constitucionales respectivas, dentro del plazo fatal de treinta días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

2º El recurso se interpondrá por el afectado o por cualquiera otra persona en su nombre, capaz de parecer en juicio, aunque no tenga para ello mandato especial, por escrito en papel simple y aún por telégrafo o télex.

Presentado el recurso, el Tribunal examinará en cuenta si ha sido interpuesto en tiempo y si se mencionan hechos que puedan constituir la vulneración de garantías de las indicadas en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.  Si su presentación es extemporánea o no se señalan hechos que puedan constituir vulneración a garantías de las mencionadas en la referida disposición constitucional, lo declarará inadmisible desde luego por resolución fundada, la que sólo será susceptible del recurso de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.

3º Acogido a tramitación el recurso, la Corte de Apelaciones ordenará que informe, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según el recurso o en concepto del Tribunal son los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal, que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijándole un plazo breve y perentorio para emitir el informe, señalándole que conjuntamente con éste, el obligado en evacuarlo remitirá a la Corte todos los antecedentes que existan en su poder sobre el asunto motivo del recurso.

Recibido el informe y los antecedentes requeridos, o sin ellos, el Tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.

Los oficios que fueren necesarios para el cumplimiento de las diligencias decretadas se despacharán por comunicación directa, por correo o telegráficamente, a través de las Oficinas del Estado o por medio de un ministro de fe.

El Tribunal cuando lo juzgue conveniente para los fines del recurso, podrá decretar orden de no innovar.

4º Las personas, funcionarios u Órganos del Estado afectados o recurridos, podrán hacerse parte en el recurso.

5º Para mejor acierto del fallo se podrán decretar todas las diligencias que el Tribunal estime necesarias.

La Corte apreciará de acuerdo con las reglas de la sana crítica los antecedentes que se acompañen al recurso y los demás que se agreguen durante su tramitación.- La sentencia que se dicte, ya sea que lo acoja, rechace o declare inadmisible el recurso, será apelable ante la Corte Suprema.

6º La sentencia se notificará personalmente o por el estado a la persona que hubiere deducido el recurso y a los recurridos que se hubieren hecho parte en él. 

La apelación se interpondrá en el  término fatal de cinco días hábiles, contados desde la notificación por el Estado Diario de la sentencia que decide el recurso.

7º Recibidos los autos en la Secretaría de la Corte Suprema, el Presidente del Tribunal ordenará dar cuenta preferente del recurso en la Sala que corresponda, la cual si lo estima conveniente y se le solicita con fundamento plausible y especialmente cuando se le pide de común acuerdo por recurrente, recurrido y quienes hayan sido considerados como partes en el procedimiento, podrá ordenar  que sea resuelto previa vista de la causa, disponiendo traer los autos en relación, evento en el cual el recurso se agregará extraordinariamente a la tabla respectiva de la Sala que corresponda.

8º Para entrar al conocimiento del recurso o para el mejor acierto del fallo, la Corte Suprema podrá solicitar de cualquier autoridad o persona los antecedentes que considere necesarios para la resolución del asunto.

Todas las notificaciones que deban practicarse se harán por el estado diario.

9º Tanto en la Corte de Apelaciones como en la Corte Suprema, cuando en ésta se traiga el recurso "en relación", la suspensión de la vista de las causas procederá por una sola vez a petición del recurrente, cualquiera que sea el número de ellos y respecto de la otra parte, aunque fuere más de uno el funcionario o persona afectada, sólo cuando el Tribunal estimare el fundamento de su solicitud muy calificado. La suspensión no procederá de común acuerdo de las partes.

10º La Corte de Apelaciones y la Corte Suprema, en su caso, fallará el recurso dentro del quinto día hábil, pero tratándose de las garantías constitucionales contempladas en los números 1º, 3º inciso 4º, 12 y 13 del artículo 19 de la Constitución Política, la sentencia se expedirá dentro del segundo día hábil, plazos que se contarán desde que se halle en estado la causa.

11º Tanto la Corte de Apelaciones como la Corte Suprema, cuando lo estimen procedente, podrán imponer la condenación en costas.

12º En contra de la sentencia que expida la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.

13º Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más recursos, aún por distintos afectados, y de los que corresponda conocer a una determinada Corte de Apelaciones, de acuerdo con lo establecido en el punto primero del presente auto, se acumularán todos los recursos al que hubiere ingresado primero en el respectivo libro de la Secretaría del Tribunal formándose un solo expediente, para ser resueltos en una misma sentencia.

14º Firme el fallo de primera instancia por haber transcurrido el plazo para interponer el recurso de apelación, sin que éste se hubiere deducido, o dictado sentencia por la Corte Suprema cuando fuere procedente, se transcribirá lo resuelto a la persona, funcionario o autoridad cuyas actuaciones hubieren motivado el recurso de protección, por oficio directo, o telegráficamente si el caso así lo requiere.

15º Si la persona, el funcionario o el representante o Jefe del Órgano del Estado, ya tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante, o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones y sentencias dentro de los plazos que la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema ordenaren, conforme a lo establecido en este Auto Acordado, podrán éstas imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía alguna o algunas de las siguientes medidas:

a) amonestación privada;

b) censura por escrito;

c) multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una unidad tributaria mensual ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales;y

d) suspensión de funciones hasta por cuatro meses, tiempo durante el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieran incurrir dichas personas.

16º Este Auto Acordado reemplaza el de 29 de marzo de 1977 sobre la misma materia y empezará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.

Transcríbase a las Cortes de Apelaciones de la República para su conocimiento.

Publíquese en el Diario Oficial el presente Auto Acordado.

Para constancia se levanta la presente acta.

Firmado: Marcos Aburto O., Hernán Cereceda B., Servando Jordán L., Enrique Zurita C., Osvaldo Faúndez V., Roberto Dávila D., Lionel Beraud P., Arnaldo Toro L., Efrén Araya V., Marco A. Perales M., Germán Valenzuela E., Hernán Alvarez G., Oscar Carrasco A., Luis Correa B.; Carlos Meneses Pizarro, Secretario.”.






